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Expediente 66170-31-03-001-2009-00225-01

Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que interpuso la Secretaría de Salud Departamental, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela que contra esa entidad y la EPS-S Asmet Salud instauró la señora María Angélica Cardona Figueroa.

ANTECEDENTES

Expresó la promotora del proceso que es afiliada al régimen subsidiado  de salud que presta la EPS-S Asmet Salud; el  médico que la trata le recomendó valoración por neurocirugía debido a que padece de hernia del núcleo pulposo posterior y central, la que requiere con urgencia para iniciar el tratamiento correspondiente; fue remitida al hospital universitario San Jorge para el efecto y allí, después de ocho meses, le informan que el neurocirujano solo atiende urgencias.

Considera vulnerado su derecho a la salud y solicita se ordene a la demandada realizar la valoración por neurocirugía que se le recomendó, además que se le preste  el tratamiento médico integral.

ACTUACIÓN PROCESAL

La demanda correspondió por reparto al Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas que por auto del 31 de julio de 2009 se declaró incompetente para conocer el asunto y ordenó remitir las diligencias al Civil del Circuito del mismo lugar que asumió su conocimiento y la admitió mediante proveído del 3 de agosto de este año, en el que se ordenaron las notificaciones de rigor y se decretaron pruebas.

El Secretario de Salud del Departamento atribuyó a la EPS-S Asmet Salud la responsabilidad en la prestación integral del servicio, con la facultad de recobrar ante el Fosyga lo no cubierto por el POS-S y solicita se niegue la tutela frente a esa entidad.

El representante legal de la EPS-S Asmet Salud, por intermedio de la abogada que designó, adujo que la valoración médica especializada  recomendada a la señora María Angélica Cardona Figueroa no se encuentra incluida en el POS-S y por tanto su costo debe ser asumido por la Secretaría de Salud del Departamento de acuerdo con la normatividad vigente, la que transcribe parcialmente. Solicita se ordene a la última entidad garantizar la práctica de los procedimientos clínicos que a la citada señora se recomendaron.

La instancia culminó con sentencia del pasado 11 de agosto en la que se concedió el amparo pedido y se ordenó a la Secretaría de Salud Departamental garantizar la valoración por neurocirujano que necesita la demandante, por medio de la entidad pública o privada con la que tenga contrato.

Para adoptar esa decisión consideró el funcionario que el derecho a la salud es fundamental, que los servicios demandados no se encuentran incluidos en el plan obligatorio de salud subsidiado y por ende, la entidad territorial es la obligada a prestarlos de conformidad con las competencias que en ese sentido le asigna la ley.

Esa providencia fue impugnada por el apoderado judicial del Secretario Departamental de Salud. Insiste en afirmar que es la EPS-S Asmet Salud la encargada de brindar atención integral a su afiliada y por tanto, a ella debe impartírsele la orden respectiva. Solicita se le autorice recobrar ante Asmet Salud EPS-S los gastos realizados en cumplimiento de la orden judicial impuesta.

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Frente a la decisión de conceder el amparo no se presentó controversia entre las partes y al respecto no tiene la Sala reparo alguno, pues tuvo en cuenta el funcionario el cambio que ha tenido la jurisprudencia constitucional al otorgar el carácter de fundamental autónomo al derecho a la salud.

El debate giró en torno a la responsabilidad que cada una de las entidades demandadas adjudicó a la otra en relación con la obligación de garantizar la atención médica especializada ordenada a la señora María angélica Cardona Figueroa, porque mientras la Secretaría de Salud del Departamento aduce que corresponde a la EPS-S Asmet Salud prestar el servicio; ésta alegó que la obligación recae sobre aquella por no estar incluido el servicio en el POS-S. 

Tal como lo concluyó el funcionario de primera sede, el plan obligatorio de salud para el régimen subsidiado no prevé el tipo de atención que reclama su afiliada, porque aunque el Acuerdo 306 de 2005 que lo regula remite al Manual de Actividades, Procedimientos e Intervenciones del Plan Obligatorio de Salud adoptado mediante Resolución 5261 de 1994, aquel limita la aplicación de esa referencia normativa a sus propios contenidos que no lo prevén.

El artículo 30 del Decreto 806 de 1998 dice: “El régimen subsidiado garantiza a sus afiliados la prestación de los servicios de salud incluidos en el Plan Obligatorio de Salud, que defina el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud en los términos establecidos por el artículo 162 de la Ley 100 de 1993.” Por su parte el artículo 31 del mismo Decreto dispone: "Cuando el afiliado al régimen subsidiado requiera de servicios adicionales a los incluidos en el POSS y no tenga capacidad de pago para asumir el costo de dichos servicios, podrá acudir a las instituciones públicas y privadas que tengan contrato con el Estado las cuales estarán en la obligación de atenderlo de conformidad con su capacidad de oferta. Estas instituciones están facultadas para cobrar una cuota de recuperación con sujeción a las normas vigentes."

De manera concreta la Ley 715 de 2001 fijó las competencias de las Secretarías Departamentales de Salud dentro del régimen subsidiado y en el artículo 43 dispuso que a los departamentos correspondía dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en salud en el territorio de su jurisdicción y le impuso, entre otras obligaciones la de: “Gestionar la prestación de los servicios de salud, de manera oportuna, eficiente y con calidad a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, que resida en su jurisdicción, mediante instituciones prestadoras de servicios de salud públicas o privadas” y “Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones de más recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda…”.

Así las cosas, en el caso bajo estudio, es la Secretaría de Salud Departamental la llamada a prestar el servicio no POS-S que la paciente requiere, como lo concluyó el a quo.

A pesar de ello, en ocasiones esta Sala ha ordenado a las Empresas Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado prestar servicios médicos excluidos del POS-S, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional
 que lo autoriza cuando el sujeto que reclama protección sea uno de especial protección o cuando la prestación del servicio se requiera con carácter urgente.

En este caso aunque es importante que la paciente sea valorada por médico neurocirujano tal como se lo recomendaron, no es ella sujeto de especial protección constitucional pues cuenta con cincuenta y siete años de edad
 y de acuerdo con la orden respectiva
, el servicio  no se calificó de urgente.  Por tal razón, corresponderá a la entidad territorial demandada garantizar su prestación con aquellas entidades con las que haya celebrado contrato para ese fin.

La Sala no comparte los argumentos que plantea el recurrente en cuanto alega que el servicio que se reclama por medio de esta acción debe suministrarlo la EPS a la que se encuentra afiliada la accionante, de acuerdo con las normas citadas a lo largo de esta providencia que imponen a las entidades departamentales garantizar todos aquellos que no estén incluidos en los planes de beneficios del régimen subsidiado y en esas condiciones, tampoco puede facultársele ejercer acción de recobro alguna.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 11 de agosto de 2009 en el proceso de tutela promovido por la señora María Angélica Cardona Figueroa, contra la EPS-S Asmet Salud y la Secretaría de Salud del Departamento de Risaralda.

2.  Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

3. Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO       

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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